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Hechos: 
Quien afirmó haber mantenido una unión convivencial durante veintidós años solicitó una inhibición general de bienes respecto de su ex conviviente y uno de los hijos de este. Asimismo, pidió que se decrete la prohibición de contratar respecto de un vehículo y un embargo preventivo sobre el 50% de una cuenta corriente. El juez desestimó las cautelares solicitadas. La Cámara, por mayoría, confirmó el pronunciamiento.

Sumarios: 
1 . La sentencia que rechazó las medidas cautelares solicitadas por quien afirmó haber mantenido una unión convivencial con el demandado durante veintidós años, con fundamento en el impedimento de ligamen de la accionante y en la orfandad probatoria respecto de la convivencia, debe confirmarse, pues la pretensión aparece prima facie desprovista de uno de los requisitos para su procedencia, esto es, la verosimilitud del derecho y tampoco se invocó un peligro cierto en la demora que permita ser flexible a la hora de evaluar la configuración de aquel recaudo. 
2 . El pedido de inconstitucionalidad del art. 510, inc. d del Código Civil y Comercial debe rechazarse, en tanto la accionante realiza una manifestación genérica y superficial acerca de que la norma sería contraria al art. 14 bis de la Constitución Nacional y no se advierte de qué manera esta directiva pueda tener vinculación con el caso, desde que no se encuentran en juego los derechos de un grupo familiar frente a reclamos de terceros sino que se trataría presuntamente de  un reclamo intrafamiliar. 
3 . La circunstancia de que el Derecho Laboral y el Derecho de la Seguridad Social le otorguen algunos derechos al conviviente con impedimento de ligamen no invalida al art. 510, inc. d del Código Civil y Comercial, desde que se trata de ordenamientos especiales que regulan supuestos diferentes a los previstos en este último cuerpo normativo. 
4 . Dado que la relación entre las partes surge prima facie acreditada, corresponde admitir la pretensión cautelar solicitada por quien afirmó haber mantenido una unión convivencial durante veintidós años con el demandado, aun cuando el impedimento de ligamen que poseería la actora impediría la procedencia de la pretensión en los términos del art. 510, inc. d del Código Civil y Comercial, ya que el planteo de inconstitucionalidad de esa norma habrá de formar parte de la acción principal a iniciarse (del voto en disidencia de la Dra. Pérez Pardo). 

Texto Completo: 
Expte. N° 27.888/2016
2ª Instancia.- Buenos Aires, agosto 31 de 2016.
 Considerando: I. Vienen estos autos a conocimiento del Tribunal en virtud del recurso de apelación en subsidio interpuesto contra la resolución de fojas 66 que rechazó la medida cautelar pedida en la demanda. Los fundamentos del recurso obran a fojas 76/78 y el Sr. Fiscal de Cámara se pronunció en los términos de su dictamen a fojas 82/vta.
II. En su escrito inicial la actora pidió que se disponga la inhibición general de bienes respecto del Sr. O. F. R. y en relación a uno de los hijos de éste, D. O. R. Además, pidió que se decrete la prohibición de contratar respecto de la camioneta marca Honda ... dominio ... y un embargo preventivo sobre el 50% de la cuenta corriente abierta en el Banco .... Fundó su pretensión cautelar en que mantuvo con el Sr. O. F. R. una unión convivencial durante 22 años hasta que aquél en el mes de marzo de este año abandonó el hogar de la pareja. Agregó la apelante que carece de ingresos propios y que su edad le impide ingresar al mercado laboral por lo que se encuentra legitimada a reclamar una compensación en los términos de los arts. 524, 525 y ccs. del Cód. Civ. y Comercial y también una medida cautelar para asegurar el cumplimiento de una sentencia condenatoria.
Para desestimar las medidas cautelares, el juez valoró los dichos de los testigos propuestos por la actora y sostuvo que eran “de oídas”, es decir, que reprodujeron lo que aquélla les había contado, de modo que concluyó en que no resultaban suficientes tener por acreditada la unión convivencial. Por otra parte, tuvo en cuenta que según lo que surge de fs. 28, la actora posee un impedimento de ligamen, de modo que no se cumple el requisito al que alude el art. 510 inc. d) del Cód. Civ. y Comercial para acordarle efectos jurídicos a la presunta unión convivencial.
III. En sus agravios la apelante insiste en que los testigos ratificaron la unión con el demandado y planteó la inconstitucionalidad del citado inciso d) del art. 510 del código de fondo pues expresó que el requisito de inexistencia de impedimento de ligamen que prevé esa norma resulta contrario a otras del ordenamiento jurídico.
IV. Aún en la mejor de las hipótesis para la apelante, si prima facie se tuviera por acreditada la unión convivencial que se invoca en la demanda, de todas maneras el recurso de apelación no podría prosperar.
El principio de congruencia, que en materia recursiva está representado por el principio tantum devolutum quantum appellatum, prescribe que la sentencia que se dicte en un recurso de apelación debe guardar correlación en un doble aspecto: por un lado, en orden a lo que ha sido materia de apelación y agravio; y por el otro, respecto de lo que ha sido objeto de planteo en primera instancia. Es decir, el ámbito de conocimiento del tribunal de apelación tiene un doble orden de limitaciones: en primer lugar está limitado por las pretensiones planteadas originalmente en primera instancia (arts. 271 y 277, Cód. Procesal); y en segundo lugar, y siempre dentro del marco de lo planteado en la anterior de instancia, el tribunal está también limitado por el alcance que las partes han dado al recurso interpuesto (art. 34, Cód. Procesal) (Cám. Com., Sala. B, LA LEY, 111-905).
En este caso, como bien destaca el Sr. Fiscal de Cámara, la apelante planteó la inconstitucionalidad del inciso d) del art. 510 del Cód. Civ. y Comercial recién al expresar agravios en su presentación a fojas 76/78, de modo que la cuestión resulta así, extemporánea, y sin posibilidad de análisis en la debida forma procesal a tenor de lo previsto por los arts. 271 y 277 del Cód. Procesal pues el planteo debió ser deducido en la demanda donde se invocó la existencia de una unión convivencial y se pidió la aplicación del nuevo Cód. Civil y Comercial.
Más allá de ese fundamento de índole procesal, dejando de lado que resulta discutible que en el marco cautelar que aquí se plantea resulte posible la declaración de inconstitucionalidad de una ley, no debe perderse de vista que esa declaración de inconstitucionalidad constituye un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como la ultima ratio del orden jurídico y, en caso de duda, debe estarse por su constitucionalidad. Sólo debe acudirse a la declaración de invalidez cuando la repugnancia de la ley inferior con la norma calificada de suprema sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (Fallos: 285:322).
Esa situación de incompatibilidad no se encuentra debidamente demostrada en la especie pues la apelante realiza una manifestación genérica y superficial acerca de que la norma cuestionada sería contraria al art. 14 bis de la Constitución Nacional en cuanto establece que “la ley establecerá...la protección integral de la familia” pero no se advierte de qué manera esa directiva pueda tener vinculación con este caso pues aquí no se encuentran en juego los derechos de un grupo familiar frente a reclamos de terceros, sino que este caso se trataría presuntamente de un reclamo intrafamiliar. Por lo demás, tampoco invalida la norma el hecho de que en el Derecho Laboral y en el Derecho de la Seguridad Social se le otorguen algunos derechos al conviviente con impedimento de ligamen desde que se trata de ordenamientos especiales que regulan supuestos diferentes a los previstos en el Cód. Civ. y Comercial.
VI. En síntesis, por el momento, la pretensión cautelar formulada por la Sra. M. aparece prima facie desprovista de uno de los requisitos para la procedencia de cualquier medida cautelar, esto es, la verosimilitud del derecho (art. 195, Cód. Procesal), además de que no se ha invocado, ni mucho menos acreditado un peligro cierto en la demora que permita ser flexible a la hora de evaluar la configuración de aquél recaudo.
VII. En consecuencia, por mayoría, el Tribunal resuelve: I. Confirmar lo resuelto a fojas 66. II. Imponer las costas de segunda instancia a la apelante vencida (arts. 68, primer párrafo y 69, Cód. Procesal). Regístrese. Notifíquese a la actora por Secretaría y al Sr. Fiscal de Cámara en su despacho. Comuníquese al CIJ y, oportunamente, devuélvanse las actuaciones a primera instancia. — Gabriela A. Iturbide. — Marcela Pérez Pardo (en disidencia).— Víctor F. Liberman. 
La doctora Perez Pardo dijo:
En este caso en particular habré de disentir con mis distinguidos colegas pues, a mi modo de ver, se encuentran suficientemente acreditados los requisitos para admitir la pretensión cautelar requerida en el escrito de inicio.
En efecto, la convivencia que habría existido entre la Sra. G. C. M. y el Sr. O. F. R. se encuentra “prima facie” acreditada con las declaraciones de los testigos E. M. G. M. (v. fs. 60), I. S. M. (fs. 61) y R. L. S. (fs. 62) quienes ratificaron sus dichos volcados a fojas 49, 50 y 52 y, además, expresaron que la relación convivencial comenzó en el año 1994 y que tenían conocimiento de ello porque habían sido vecinas o amigas de la actora. Esa relación entre las partes surge “prima facie” acreditada, además, por vía indiciaria, habida cuenta de que el instrumento agregado en copia a fojas 27/32 surge que los hijos de la Sra. M. y los hijos del Sr. R. adquirieron el día 27 de diciembre de 2007 el inmueble de la calle ... y en la misma fecha otorgaron un poder especial de administración y de disposición a favor de la actora y del Sr. R. para que “administren, gobiernen y dispongan sin limitación alguna...” esa finca (v. fs. 36/37).
En lo que se refiere al impedimento de ligamen que poseería la actora y que, según lo dispuesto por el art. 510 inciso d) del Cód. Civ. y Comercial, impediría otorgarle el alcance de “unión convivencial” a la relación que ella habría mantenido con el Sr. R., se advierte que el planteo de inconstitucionalidad respecto de esa norma no resulta tardío porque razonablemente habrá de formar parte de la acción principal a iniciarse.
Consecuentemente, sin perjuicio de lo que eventualmente se decida en definitiva acerca del planteo de inconstitucionalidad, estimo que corresponde acoger la pretensión cautelar a los efectos de asegurar la eficacia de la sentencia que eventualmente se dicte en los autos principales que la apelante promoverá y en función del criterio aplicable de que en caso de duda, debe optarse por admitir el planteo. Sentado ello, como mi voto es minoritario, resulta inoficioso que me pronuncie en particular sobre la procedencia de cada una de las medidas cautelares pedidas en la demanda.
En estos términos dejo expresada mi opinión en disidencia. — Marcela Pérez Pardo. 
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